
«Fallamos: Que estimando el presente recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Arturo Vela Pastor contra 
los acuerdos de la Dirección General de Justicia de dieciocho 
de mayo de mil novecientos setenta y dos y desestimación del 
recurso de reposición contra él interpuesto; acuerdo en virtud 
del cual no se incluyó al confeccionar las nóminas de haberes 
del mes de junio de mil novecientos setenta y dos, el comple­
mento por desempeño conjunto del cargo de Secretario del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Teruel y el de 
Peligrosidad y Rehabilitación Social, también de Teruel; y reso­
lución de veintiocho de julio de mil novecientos setenta y dos 
desestimando recurso de reposición, debemos anular y anula­
mos las resoluciones recurridas por no aparecer ajustadas a 
derecho, reconociendo el del actor a que con efectividad de 
uno de junio de mil novecientos setenta y dos, se le reconoz­
can dos puntos, conforme a lo dispuesto en el artículo séptimo 
del Decreto mil ciento setenta y tres/mil novecientos setenta y 
dos. de veintisiete de abril, y condenando a la Administración 
a realizar cuanto sea necesario para la efectividad del derecho 
que se declara; sin hacer expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la 'Colección Legisla­
tiva”. definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.—Juan Barquero.—Eduardo de No Louis.—Angel Fal- 
cón.— (Rubricados).—Publicación: Leída y publicada ha sido la 
anterior sentencia por el excelentísimo señor Magistrado don 
Eduardo de No Louis, ponente que ha sido en este recurso, es­
tando celebrando audiencia pública la Sala Quinta del Tribunal 
Supremo, en el dia de su fecha, de que certifico.—Firmado; 
José Sánchez Oses.— (Rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de junio de 1976.

GARRIGUES DIAZ-CAÑABATE 

Ilmo. Sr. Director general de Justicia.

17693 ORDEN de 30 de junio de 1976 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo con el número 
general 503.109 del año 1972, interpuesto por don 
Luis Félix Ramos Pérez.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con el 
número general 503.109 del año 1972, seguido en única instancia 
ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo por don Luis Félix 
Ramos Pérez, Secretario de la Administración de Justicia, re­
presentado por el Procurador don Francisco Martínez Arenas, 
contra la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, sobre impugnación de acuerdo de la 
Dirección General de Justicia aprobatorio de instrucción para 
la confección de nóminas de haberes y contra resolución del 
citado Centro Directivo de 26 de julio de 1972, confirmatoria de 
aquél, se ha dictado sentencia por la referida Sala con fecha 5 
del pasado mes de mayo, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que estimando el presente recurso contencioso- 
administrativo, interpuesto por don Luis Félix Ramos Pérez, 
contra la instrucción de la Dirección General de Justicia de vein­
tinueve de mayo de mil novecientos setenta y dos, a los habili­
tados, en cuanto se refiere al complemento de destino por el de­
sempeño conjunto de cargo, al personal que presta sus servicios 
en las Salas y los Juzgados de Peligrosidad y Rehabilitación 
Social, y contra la resolución de la misma Dirección General 
de veintiséis de julio de mil novecientos setenta y dos desesti- 
matoria del recurso de reposición contra la misma interpuesto, 
así como contra las resoluciones del mismo Organismo de die­
ciséis de mayo de mil novecientos setenta y dos y la que a 
virtud del silencio administrativo desestimó la reposición contra 
ella interpuesto, mediante las que se denegó al actor el comple-- 
mento de destino, por el desempeño simultáneo del Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción número uno de Lugo, con el de 
Peligrosidad y Rehabilitación Social de la provincia, debemos 
anular y anulamos las resoluciones recurridas, por ser contra­
rias a derecho, reconociendo el del actor, para que, con efec­
tividad de uno de junio de mil novecientos setenta y dos, se le 
reconozcan dos puntos, conforme a lo dispuesto en el artículo 
séptimo del Decreto mil ciento setenta y tres/mil novecientos 
setenta y dos, de veintisiete de abril; sin hacer expresa decla­
ración sobre costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.—Pedro Martín de Hijas.—Eduardo de No.—Miguel 
Cruz.—(Rubricados).—Publicación: Leída y publicada ha sido 
la anterior sentencia por el excelentísimo señor Magistrado don 
Pedro Martín de Hijas y Muñoz, Ponente que ha sido en este

recurso, estando celebrando audiencia pública la Sala Quinta del 
Tribunal Supremo, en el mismo día de su fecha, de que certi­
fico.—Firmado: José Sánchez Oses.— (Rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de junio de 1976.

GARRIGUES DIAZ-CAÑABATE 

Ilmo. Sr. Director general de Justicia.

17694 ORDEN de 30 de junio de 1976 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo con el número 
general 503.010 del año 1972, interpuesto por don 
José Luis Silva González.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con el 
número general 503.010 del año 1972, seguido en única instancia 
ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo por don José Luís- 
Silva González, Secretario de la Administración de Justicia, 
representado por el Procurador don Francisco Martínez Arenas, 
contra la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, sobre impugnación de acuerdo de la 
Dirección General de Justicia, aprobatorio de instrucción para 
la confección de nóminas de haberes, dado con motivo del 
Decreto 1173/1972, de 27 de abril, y contra resolución del ci­
tado Centro directivo de 24 de julio de 1972, confirmatoria de 
aquél, se ha dictado sentencia por la referida Sala con fecha 28 
de abril último, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que estimando el presente recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don José Luis Silva González 
contra la Instrucción de la Dirección General de Justicia de 
veintinueve de mayo de mil novecientos setenta y dos, a los 
habilitados, en cuanto se refiere al complemento de destino 
por el desempeño conjunto de cargo, al personal que presta 
sus servicios en las Salas y los Juzgados de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social y contra resolución de la misma Dirección 
de veinticuatro de julio de mil novecientos setenta y dos, de- 
sestimatoria del recurso de reposición contra la misma inter­
puesto, así como contra las resoluciones del mismo Organismo 
de dieciocho de mayo y dieciocho de octubre de mil novecientos 
setenta y dos, mediante las que se denegó al actor el comple­
mento de destino por el desempeño simultáneo del Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción de Segovia con el de Peligro­
sidad y Rehabilitación Social de la provincia, debemos anular 
y anulamos las resoluciones recurridas, por ser contrarias a 
derecho, reconociendo el del actor para que, con efectividad 
de uno de junio de mil novecientos setenta y dos se le reco­
nozcan dos puntos conforme a lo dispuesto en el artículo sép­
timo del Decreto mil ciento setenta y tres/mil novecientos se­
tenta y dos, de veintisiete de abril, sin hacer expresa declara­
ción sobre costas.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislativa”, 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.—Juan Barquero.—Alfonso Algara.—El Magistrado exce­
lentísimo señor don Miguel de Páramo Cánovas votó en Sala y 
no pudo firmar.—El Presidente.—Juan Barquero.—(Rubrica­
dos).—Publicación: Leída y publicada ha sido la anterior sen­
tencia por el excelentísimo señor Magistrado don Miguel de 
Páramo Cánovas, Ponente que ha sido en este recurso, estando 
celebrando audiencia pública la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, en el mismo día de su fecha, de que certifico.—Firmado: 
José Sánchez Oses.—(Rubricados).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de junio de 1976.

GARRIGUES DIAZ-CAÑABATE 

Ilmo. Sr. Director general de Justicia.

17695 RESOLUCION de la Subsecretaría por la que se 
anuncia haber sido solicitada por don Manuel Agui- 
lar y Martínez de la Vega la sucesión en el título 
de Conde de Casa Rul.

Don Manuel Aguilar y Martínez de la Vega ha solicitado la 
sucesión en el título de Conde de Casa Rul, vacante por fa­
llecimiento de su madre, doña María de las Nieves Martínez



de la Vega y Bravo de Laguna, lo que se anuncia por el plazo 
de treinta días, a los efectos del articulo 6.° del Real Decreto 
de 27 de mayo de 1912, para que puedan solicitar lo conve­
niente los que se consideren con derecho al referido título.

Madrid, 1 de julio de 1976.—El Subsecretario, Marcelino Ca­
banas.

17696 RESOLUCION de la Dirección General de los Re­
gistros y Notariado en el recurso gubernativo in­
terpuesto por el Procurador don Trinidad Cantos 
Galdámez, en representación de don Leandro Mo­
reno Abellán, contra calificación denegatoria del 
Registrador de la Propiedad de Murcia número 1.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el 
Procurador don Trinidad Cantos Galdámez en representación de 
don Leandro Moreno Abellán contra la negativa del Registrador 
de la Propiedad de Murcia número 1 a inscribir una escri­
tura de reconocimiento de deuda y constitución de hipoteca, 
pendiente en este Centro en virtud de apelación del Regis­
trador;

Resultando que por escritura pública autorizada por el No­
tario de Murcia don José Julio Barrenechea Maraver, el 1 de 
marzo de 1974, don José Bautista Frutos y don Leandro Moreno 
Abellán interviniendo como únicos socios que integrar la Com­
pañía mercantil «Resinol, S. L.» y constituidos en Junta Uni­
versal, reconocieron que la Sociedad adeudaba al citada don 
Leandro Moreno Abellán 1.400.000 pesetas, constituyendo como 
garantía de devolución de la cantidad adeudada una hipoteca 
a favor del acreedor sobre el pleno dominio de una finca 
de 2.000 metros cuadrados propiedad de la Sociedad;

Resultando que presentada en el Registro primera copia 
de la anterior escritura fue calificada con la siguiente nota: 
«No admitida la inscripción del presente documento nuevamente 
presentado el 23 de junio pasado, asiento número 900, diario 187, 
en unión de un acta de subsanación de aquél autorizada con 
arreglo al artículo 148 del Reglamento Notarial, el 3 del mes 
expresado por el mismo Notario señor Barrenechea Maraver, 
y los demás documentos que se dirán.

Primero.—Porque don José Bautista Frutos y don Leandro 
Moreno Abellán, Administradores mancomunados, y socios úni­
cos de la Compañía mercantil "Resinol, S. L.”, no constan ex­
presamente autorizados para én nombre y representación de 
la misma constituir la hipoteca a que el documento contrae; 
como Administradores, conforme al artículo 39 de los Esta­
tutos; como únicos socios por la Junta general en la que según 
el acta referida se constituyeron en la cláusula primera del 
otorgamiento del documento, cuya cláusula se contrae a la de­
claración de la deuda existente entre la Sociedad y el señor 
Moreno Abellán y al plazo para hacerla efectiva, por lo cual 
tampoco aparece expresamente autorizado éste, dada la con­
tradicción de intereses existentes entre el mismo y la Sociedad 
deudora para intervenir en el documento con el doble carác­
ter con que lo hace.

Segundo.—Porque siendo la hipoteca un derecho real de ga­
rantía que vincula la finca hipotecada al cumplimiento de la 
obligación, limita las facultades dominicales del deudor y atri­
buye al acreedor, entre otras, la de instar, caso de impago, la 
enajenación del inmueble hipotecado y la de solicitar la adju­
dicación del mismo a su favor, como mejor postor o por falta 
de ellos en la correspondiente subasta, no puede el señor Mo­
reno Abellán por su carácter de Administrador —mancomuna­
do— de la Sociedad y por ende de la linca hipotecada, adqui­
rir el mentado derecho real sobre la misma, conforme al ar­
tículo 1.459, 2.°, del Código Civil, sin que obste al efecto apun­
tado la existencia del otro Administrador.»

Es insubsanable el segundo defecto. No se ha solicitado ni 
procede anotación preventiva. Se han tenido en cuenta la es­
critura de constitución de la Sociedad, y la modificación de 
Estatutos y nombramientos de Administradores, al efecto apor­
tada.

Resultando que el nombrado Procurador, en la representa­
ción que ostentaba, interpuso recurso gubernativo contra la an­
terior calificación y alegó: Que el primer defecto señalado por 
el Registrador está redactado con notoria obscuridad; que la 
interpretación que hace declarando que los dos únicos socios 
actuaron en Junta Universal para reconocer la deuda (1.a cláu­
sula de la escritura) y sólo como administradores para consti­
tuir la hipoteca (cláusula 2.a) carece de rigor jurídico y va 
contra el principio de la unidad de acto y el artículo 1.281 del 
Código Civil; que la Resolución de la Dirección General de los 
Registros y de] Notariado, de 20 de octubre de 1933, señala 
que cuando en un negocio jurídico comparecen todos los socios 
que tiene en ese instante la Sociedad, el órgano de actuación es 
perfecto, pues a ellos compete por excelencia la representación 
de la misma; que el artículo 1.459, 2.° del Código Civil no se 
puede alegar como lo hace el Registrador para señalar el 2.a 
defecto —insubsanable— de la nota, ya que este precepto no 
puede interpretarse de forma extensiva, sino que las incapaci- 
dades a que se refiere son sólo las taxativamente enumeradas, 
conforme a la doctrina sentada por el Tribunal Supremo en

sentencia de 11 de mar o de 1911, que prohíbe la aplicación de 
las disposiciones de carácter restrictivo a otros casos y per­
sonas que los comprendidos en ellas;

Resultando que el Registrador informó: que no es aplicable 
a la cuestión debatida como pretende el recurrente la doctri­
na sentada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado en la Resolución de 20 de octubre de 1933, que se 
refiere a la enajenación realizada por los dos únicos socios de 
una Sociedad colectiva, de cuyo carácter no participa la So­
ciedad recurrente que tiene el carácter de limitada aunque esté 
formada por dos únicos socios; que el acuerdo adoptado por 
estos dos únicos socios de la Sociedad limitada citada cons­
tituidos en Junta general conforme a la cláusula 1.a de la es­
critura, subsanada por el acta de rectificación, sólo puede re­
ferirse a lo que resulta de la lectura de dicha cláusula, o sea 
a la declaración de la deuda existente entre la Sociedad y el 
señor Moreno Abellán y al plazo para hacerla efectiva, quedan­
do fuera de tal acuerdo el contenido de la cláusula 2.a de la 
escritura, que se refiere a la voluntad social de hipotecar los 
bienes de la Sociedad, al apoderamiento de los socios para cons­
tituir la hipoteca en representación de la Sociedad, y a la auto­
rización al socio acreedor para intervenir en el doble concepto 
en que lo hace en la escritura y que daría lugar a la figura 
jurídica de la autocontratación, todo lo cual produce la con­
secuencia de que los comparecientes carecen de la capacidad 
de obrar que justifique su intervención en el patrimonio ajeno 
que implica toda- representación careciendo del poder o man­
dato, requisito imprescindible de la representación voluntaria 
(Resolución de 20 de octubre de 1933); que al ser el acreedor 
hipotecario gerente o administrador de la Sociedad deudora a la 
que representa, es indudable que existe, en cuanto a la refe­
rida hipoteca, la prohibición a que se refiere el número 2 del 
artículo 1.459 del Código-Civil; que las prohibiciones contenidas 
en dicho precepto tienen- un fundamento moral y la violación de 
las mismas hace nulo de pleno derecho al acto o negocio 
jurídico que se celebre contraviniéndolas, siendo ésta la doc­
trina mantenida en la sentencia de 11 de junio de 1966; que en 
el caso controvertido es muy acusada la contraposición de los 
intereses de la Sociedad y los del acreedor de la misma por la 
existencia innegable del autocontrato, o contrato entre las di­
ferentes personas de un solo sujeto (Resolución de 30 de mayo 
de 1930); y que son improcedentes las alegaciones del recu­
rrente en cuanto a la aplicación del artículo 1.281 del Código 
Civil y al concepto de «unidad de acto»;

Resultando que el Notario autorizante de la escritura ca­
lificada informó: Que el conflicto de intereses entre la Sociedad 
y los administradores en un negocio jurídico determinado se 
regulará por lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de So­
ciedades de Responsabilidad Limitada y 79 de la de Sociedades 
Anónimas que obligan a los administradores a responder frente 
a la Sociedad, los accionistas y acreedores del daño causado 
por malicia, abuso de facultades o negligencia grave, y si el 
conflicto es susceptible de perdurar más tiempo nos encon­
tramos con el supuesto del artículo 83 de la Ley de Sociedades 
Anónimas que establece que los administradores que tengan in­
tereses opuestos a los de la Sociedad cesarán en su cargo a 
petición de cualquier socio, por acuerdo de la Junta general; 
que el artículo 12 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad 
Limitada permite también la preparación de los administra­
dores; que no existe en nuestro derecho positivo ninguna norma 
que prohíba con carácter general la autocontratación; que el 
conflicto de intereses o autocontratación desaparece cuando la 
Sociedad representada conoce ese interés contrapuesto y aprue­
ba el acto por unanimidad de sus socios en Junta general; 
que dicha figura jurídica se produce cuando una sola persona 
reuniendo un doble carácter como representantes de una So- 
ciedad por un lado y como particular por el otro, realiza unas 
operaciones en provecho propio, pero que esta figura desaparece 
cuando la parte representada da su aprobación, pues al haber 
dos personas cesa el autocontrato; que «Resinol, S. L.» estaba 
perfectamente representada por sus dos únicos socios, que acor­
daron por unanimidad reconocer la deuda, constituyendo acto 
seguido, y en su calidad de tales socios y no de gerentes, la 
hipoteca a favor del acreedor: que es inexplicable el criterio 
del Registrador de considerar que los otorgantes intervinieron 
en el doble concepto de socios y Gerentes, y que como Ge­
rentes no estaban autorizados por los Estatutos y como so­
cios en Junta general sólo actuaron en el reconocimiento de 
deuda contenida en la l.ª cláusula, pero en la cláusula 2.a ac­
tuaron como Gerentes sin facultades; que según el artículo 14 de 
la Ley de Sociedades Limitadas, la voluntad de los socios rige 
y representa la Sociedad, y que en la escritura calificada no 
aparece en ningún sitio que los otorgantes comparecieran como 
Gerentes sino como únicos socios; que el acuerdo social es 
plenamente válido tanto para el reconocimiento de deuda como 
para la constitución de hipoteca, estando perfectamente deter­
minada la voluntad de los dos únicos socios en la escritura que, 
como es normal, fue leida y aprobada por los comparecientes;

Resultando que el Presidente de la Audiencia revocó la nota 
del Registrador por razones análogas a las expuestas por el 
recurrente y declarando además que en el caso debatido no 
existe conflicto de intereses ni autocontratación al concurrir en 
la escritura dos personas distintas, la Sociedad que exteriorizó 
correctamente su deseo mediante su órgano deliberante, y el


